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I. INTRODUCCIÓN

El Proyecto de Código Civil dedica a "los profesionales liberales", el parágrafo sexto de la Sección Décimosegunda -"Supuestos especiales de responsabilidad"-, dentro del Capítulo I sobre "Responsabilidad civil", del Título IV de su Libro IV.

De esta forma se ha venido a llenar un vacío actualmente existente en nuestro derecho positivo, dado que el Código Civil no contempla específicamente el supuesto de la responsabilidad civil de los profesionales. Aunque de todas maneras entre nosotros se ha venido aceptando pacíficamente que la misma no constituye más que un supuesto dentro del vasto espectro de la responsabilidad civil en general (1).

II. CONCEPTO DE PROFESIÓN LIBERAL

El tema obliga, primeramente, a efectuar algunas someras reflexiones sobre el concepto de profesión liberal.

En un sentido estricto, "profesión" es toda actividad desarrollada en forma habitual -vale decir de manera continuada y como modus vivendi de la persona-, con autonomía técnica, que cuenta con una reglamentación, requiere una habilitación previa y se presume onerosa; pudiendo asimismo estar sujeta a colegiación y sometida a normas éticas y a potestades disciplinarias (2); caracterización que resulta ser coincidente con las recomendaciones de sendos encuentros jurídicos celebrados en nuestro país: las "Primeras Jornadas Provinciales de Derecho Civil" de Mercedes (prov. de Buenos Aires), de agosto de 1981, y el "Segundo Encuentro de Abogados Civilistas" de Santa Fe, de julio de 1988, en los cuales se sentaron como notas distintivas tipificantes de la noción de "profesional", a las siguientes: habitualidad en su ejercicio; actividad reglamentada; necesidad de previa habilitación; presunción de onerosidad (arts. 5 Ver Texto , 8 Ver Texto y 218 Ver Texto inc. 5 CCom. y 1627 Ver Texto CCiv.); autonomía técnica; sujeción a colegiación; sumisión a principios éticos; y sometimiento a potestades disciplinarias, por vía de la colegiación o aun sin ella (3).

Pero la tendencia moderna en el estudio de las responsabilidades profesionales se orienta en un sentido más amplio. Según este enfoque, en la profesionalidad no gravitaría tanto la existencia de un "título", sino el hecho de poseerse un cierto nivel de conocimientos con relación a una determinada materia, por encima de los del común de la gente; o sea que se alude como profesional, a quien por sus conocimientos resulta ser una suerte de experto en cierta materia con relación al profano que requiere sus servicios (4). Con este entendimiento se puede considerar "profesional" a todo aquel que teniendo esos especiales conocimientos, realiza una tarea con habitualidad y fin de lucro, es decir, haciendo de ello su forma de vida; con lo cual podríamos tener profesionales: pintores, carpinteros, futbolistas, plomeros, electricistas, cocineros, etcétera (5), habiéndose llegado a proponer se tenga también como profesional hasta al fabricante o al que comercializa productos particularmente complejos, como verbigracia la informática o cibernética, ya que para ello el mismo ha tenido que adquirir una preparación y conocimientos superiores a los comunes del consumidor o comprador ordinarios.

Dentro de esa tendencia amplia, el concepto de profesional se ha ido extendiendo al martillero y al corredor (6), al periodista (7), al banquero, al corredor de bolsa, al agente de viajes (8), etcétera; al punto que puede sostenerse que "la noción de actividad profesional ya no queda confinada a la que realiza quien posee un título universitario, y abarca también a la de los no diplomados" (9); corriente en la cual se ubicaba también el Proyecto de reformas al Código Civil de la Comisión nombrada por decreto 468/92 Ver Texto del Poder Ejecutivo nacional, en el cual al tratarse de los "contratos de prestación de servicios profesionales", se aludía en su art. 1216 Ver Texto al "...el ejercicio de una actividad profesional que no exija título habilitante...". Sin embargo la postura tradicional más restringida, que nosotros compartimos, reserva la expresión "profesional" para quienes poseen un título universitario que avale el nivel técnico y de conocimientos con que se desempeña en su específica actividad, preferentemente intelectual, cuyo ejercicio le está vedado a quienes no tienen el respectivo título habilitante, como ser: abogados, médicos, escribanos, etcétera.

Y ya con relación más concretamente a la "profesión liberal", recuerda Yzquierdo Tolsada que desde que en Roma las operae libres, predominantemente intelectuales, estaban reservadas a los ciudadanos libres, y las labores esencialmente manuales, correspondían al esclavo, se ha encontrado semejanza entre profesión liberal y profesión intelectual; pese a que, como lo señalara Cattáneo, "no toda profesión intelectual es profesión liberal, ni toda actividad que se desempeña de modo libre y autónomo es propiamente intelectual" (10). Así verbigracia, un electricista, un plomero o un pintor, pueden trabajar con total autonomía, pero su labor, no obstante ser muy digna, es esencialmente manual y no intelectual.

En rigor lo de "intelectual" sugiere una característica intrínseca de la actividad, que es independiente de la relación existente entre el profesional y el cliente; en tanto que la expresión "liberal" pone el acento en la ausencia de subordinación entre ambos. Por ello creemos que es atinado sostener que es "profesional liberal" quien, poseyendo un título universitario que lo legitima en su obrar, ejerce libremente su profesión; o dicho de otra manera: el que poseyendo un título habilitante para ello, desempeña actividades intelectuales y lo hace en forma autónoma. De ahí que dentro de esta última tendencia, buena parte de la doctrina haya considerado, durante bastante tiempo, con relación al ejercicio de las profesiones liberales, que el vínculo contractual que ligaba a los profesionales con sus clientes configuraba una verdadera "locación de servicios", aunque con la particularidad de que el trabajo que se brindaba era de orden intelectual y no manual (11).

En suma, quizá lo más destacable sea la libertad que asiste al profesional para prestar o no su atención y para hacerlo del modo que mejor juzgue conveniente, con la única guía de su leal saber y entender, siendo sólo responsable ante su propia conciencia (12); o como lo expresa Yzquierdo Tolsada, que el profesional es libre cuando ejerce su actividad con independencia y aceptando el riesgo de la eventualidad de sus propios ingresos, aunque sin descartar que lo de liberal pueda también concernir a la falta de subordinación del profesional para con su cliente (13).

III. LA RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL

En lo que atañe ya a la responsabilidad civil profesional, se trata de aquélla en la que pueden incurrir quienes ejercen una determinada profesión, al faltar a los concretos deberes que la misma les impone; vale decir que se trata en suma de la que deriva de una infracción típica de ciertos deberes propios de la correspondiente actividad profesional (14); dado que es obvio que quien se desempeñe en una profesión debe poseer los correspondientes conocimientos teórico-prácticos, y obrar con ajuste a las reglas y métodos pertinentes con la necesaria diligencia y prudencia (15). Ergo, en lo primordial no hay en la responsabilidad profesional, nada que difiera de los principios básicos de la responsabilidad civil en general (16), sin perjuicio de las particularidades propias o matices diferenciales que en cada caso concreto puedan presentarse; tal como ya lo destacaba Chironi a fines de siglo pasado cuando decía que: "ni para la impericia, ni para los errores profesionales, se deben establecer teorías especiales..., no son modos especiales de culpa, sino que entran en los conceptos fijados en materia de comportamiento ilícito" (17).

IV. EL PROYECTO DE REFORMA DE 1999

a) La actividad profesional como obligación de hacer

El Proyecto ante todo ha caracterizado adecuadamente a las actividades de los profesionales liberales, en el primer párrafo de su art. 1681, como "sujetas a las reglas de las obligaciones de hacer".

En efecto, hoy en día se acepta prácticamente sin discrepancias, que la relación del profesional con su cliente es de naturaleza contractual, tratándose de un contrato al que genéricamente se lo puede denominar de "prestación de servicios profesionales", conforme al cual la obligación a asumir por el primero será de hacer -art. 625 Ver Texto CCiv. (18)-; de prestarles el "servicio" requerido, lo cual supone el hacer algo para otro satisfaciendo su interés, lo que por cierto tiene un "valor... que circula en la economía de mercado" (19). Y tal "hacer" es asimismo en principio intuitu personae, atento a que el cliente no recurre a cualquier profesional, sino que elige al que le merece mayor confianza, o por su persona, o por los antecedentes y condiciones que ostenta o se le atribuyen -art. 626 Ver Texto del mismo Código-.

b) La actividad profesional a priori como obligación de "medios"

Además, en el segundo párrafo de ese mismo art. 1681 Ver Texto igualmente se caracteriza a priori a la actividad profesional como obligación de medios, cuando se establece que "sus alcances resultan de lo convenido; de lo previsto por el inc. a del art. 726, salvo que se haya comprometido cierto resultado concreto; de las disposiciones dictadas en ejercicio del poder de policía; y de las normas éticas que regulan el ejercicio de la profesión". Siendo que en dicho art. 726 inc. a del Proyecto, se alude a un tipo de obligación de hacer consistente "en realizar cierta actividad, con la diligencia apropiada, pero independientemente de su éxito", que es lo que precisamente define a las llamadas obligaciones de "medios" o de "prudencia y diligencia".

Dicha clasificación que fuera formulada primeramente por René Demogue, y luego adoptada por los hermanos Mazeaud aunque con otra distinta denominación: "obligaciones generales de prudencia y diligencia" y "obligaciones determinadas", sostiene en definitiva lo siguiente: que "obligación de medios" es la que sólo impone aptitud o idoneidad para adoptar y cumplimentar, con empeño y dedicación, aquellas diligencias o medidas que habitualmente conducen a un resultado, pero sin asegurar la obtención del mismo; en tanto que "obligación de fines" es la que compromete concretamente un resultado determinado (20). Y ello sentado, fácil resulta advertir que con relación a algunas profesiones liberales, la obligación que en general asume el profesional es en realidad de "medios"; ya que, verbigracia, ni el médico puede asegurar que va a curar al enfermo, ni el abogado que va a ganar el pleito, sino que únicamente se comprometen a cumplir una prestación eficiente e idónea, con ajuste a los procedimientos que las respectivas técnicas señalen como los más aptos para el logro de esos fines, pero sin poder dar certeza de que ellos se puedan alcanzar. Tan es así, que en la propia formulación del distingo entre obligaciones "de medios" y "de resultado", Demogue discriminaba entre "métier u oficio", dentro de cuya categoría incluía al profesional de la arquitectura, quien de ordinario asume una obligación de resultado, y profession libérale como la del abogado o el médico, que exigen independencia en la ejecución y habitualmente no traen aparejado para el profesional más que un deber de medios (21).

Ahora bien, la importancia de tal distingo se proyecta muy especialmente sobre el régimen probatorio, ya que en efecto, en las obligaciones determinadas al acreedor le bastará con establecer, o a veces con sólo invocar, que no se logró el resultado prometido, y nada más, correspondiendo en todo caso al deudor que quiera exonerarse de responsabilidad, la acreditación de que ello sucedió por caso fortuito u otra causa extraña, ajena a él; mientras que en las de "medios" no es suficiente la mera no obtención del fin perseguido, pero no asegurado, sino que también se debe demostrar que ello acaeció por culpa o negligencia del obligado (22).

Pero en los últimos tiempos, aunque todavía los jueces siguen afirmando que la carga de la prueba de la culpa médica (por tomar el caso de responsabilidad profesional que se registra con mayor asiduidad en nuestros repertorios jurisprudenciales) incumbe al actor, pues el profesional sólo asume obligaciones de medio; sin embargo cuando se leen los fallos con detenimiento, se advierte que la frase inicial comienza a desdibujarse a través de la utilización de muy diversos procedimientos, entre los cuales, menciona la doctora Kemelmajer de Carlucci, entre otros, a los siguientes (23): primero la teoría de las cargas probatorias dinámicas, que impone el onus probandi a quien está en mejores condiciones de probar (24), lo que tiene apoyatura en lo previsto en el art. 377 Ver Texto CPCCN. y en el 375 del de la provincia de Buenos Aires (25); siendo con ajuste a tal principio que pesa sobre el médico el deber jurídico y moral de colaborar en el esclarecimiento de la verdad, ya que a menudo se encuentra en mejores condiciones de aportar los elementos enderezados al logro de ese efecto (26), constituyendo además su conducta omisiva un significativo elemento de valor presuncional en su contra (27); y en segundo lugar el lento apartamiento o modificación del primigenio sentido de la división entre obligaciones "de medios" y "de resultado", que se va apreciando en ciertos votos en los que se leen expresiones como: "la obligación es siempre de medios, pero de medios adecuados" por supuesto que al logro del fin perseguido (28); o, con mayor precisión: que el logro del resultado, integra el objeto de la obligación de una manera mediata, atento a que la curación se encuentra en el ánimo de las partes que celebran un contrato médico (29). Criterio este último con el cual coincide Lorenzetti cuando afirma, en posición que compartimos, que: "aun cuando el médico no se obliga a curar, y se admita o no el distingo entre obligaciones de medios y de resultado, lo cierto es que la finalidad curativa colorea los medios aportados por el galeno. Siempre debe orientarse hacia la curación del paciente enfermo. En esta directiva coinciden tanto el Derecho como la ética médica" (30). O sea en suma, que aunque no se pueda asegurar el éxito, sí se puede comprometer una determinada eficiencia o bondad en la labor profesional en procura de su consecución, o una mejor calidad de método (31).

c) Responsabilidad por la realización de actividades que generan una obligación de seguridad

Teniendo en cuenta todo lo antedicho, es que paralelamente también se ha establecido en el Proyecto otro tipo de responsabilidad, para ciertas actividades que generan para quien las lleva a cabo una "obligación tácita de seguridad".

Esta obligación resulta impuesta por el art. 1668 del Proyecto, a "quien realiza una actividad, se sirve u obtiene provecho de ella...: a) Si de la actividad, o de un servicio prestado en razón de ella, puede resultar un daño a las personas que participan de la actividad o reciben el servicio, o a sus bienes; b) Si, además, puede prevenir ese daño de manera más fácil o económica que si lo hace el damnificado".

Ante todo parece obvio que en dicha preceptiva se han contemplado actividades que en principio no son peligrosas, por cuanto las que sí lo son tienen su régimen propio y distinto en el precedente art. 1665 del Proyecto. Y por lo demás se trata, sin duda, de un régimen que ha tenido muy en cuenta a los profesionales liberales, quienes desarrollan su actividad prestando sus servicios a quienes se lo requieren; servicios que, como ya se dijera, suponen hacer algo para otro satisfaciendo su interés (32). Todo lo cual se ve corroborado a mayor abundamiento, por interpretación a contrario sensu de lo dispuesto en el art. 1682 del mismo Proyecto, que según se verá en detalle más adelante, descarta en cambio expresamente la aplicabilidad respecto de los profesionales, de las reglas sobre las cosas riesgosas y las actividades peligrosas.

Por otra parte el Proyecto se ha inspirado en este punto en algo que ya se había propiciado entre nosotros: la existencia de un sistema general de responsabilidad contractual por el hecho de las cosas, basado en un implícito deber de seguridad o garantía a cargo de quien hubiese entregado una cosa o se valiese de ella para el cumplimiento de su prestación, si de la misma después se derivaban daños que estuviesen relacionados con las obligaciones nacidas del contrato; lo cual encontraría asimismo apoyatura en el principio de la "buena fe" en el cumplimiento de las obligaciones, del primer párrafo del art. 1198 Ver Texto del Código Civil (33). Habiéndose sostenido asimismo por aplicación de tal principio, que el médico tiene igualmente a su cargo, a priori, un deber de seguridad-resultado por las cosas que pueda utilizar en el desempeño de su profesión, consistente en asegurar el preciso efecto de que de su empleo no se derivarán perjuicios al paciente; de forma tal que de resultar este último dañado por los aparatos o instrumental empleados, la sola infracción de ese deber de seguridad permitiría presumir la responsabilidad del profesional, liberando correlativamente al paciente de la prueba de la culpa o negligencia del facultativo (34). Parecidamente, también se sostuvo la existencia de una responsabilidad contractual directa de la institución asistencial frente al paciente en ella internado, la que descansaría "en la existencia de una obligación tácita de seguridad que funciona con carácter accesorio de la obligación principal de prestar asistencia por medio de los facultativos del cuerpo médico" (35); deber de seguridad que asimismo encuentra adecuado fundamento en el principio de la "buena fe" del art. 1198 Ver Texto parte 1ª CCiv., base de la confianza que se deben inspirar recíprocamente los dos contratantes (36), y que en lo que al paciente atañe, habrá de consistir en su creencia de que el cuidado y la previsión de la otra parte, lo pondrán al resguardo de los daños que la ejecución del contrato podría provocar a su persona, tanto más atento que se trata precisamente de actuar sobre el cuerpo y la salud de ésta (37); deber de seguridad que sería de resultado, ya que el establecimiento no sólo responde porque se preste el servicio, sino porque se preste de forma tal que el paciente no sufra daños por deficiencias en la prestación prometida (38), o dicho de otra manera: que como el establecimiento se obliga a prestar una asistencia médica que sea normalmente eficaz, responde si fue deficiente y ello ha perjudicado al enfermo (39).

Ahora bien, tratándose de perjuicios derivados de estas actividades generadoras de la obligación tácita de seguridad, de manera similar a lo proyectado con relación a los daños provocados por cosas sin riesgo propio, el presunto responsable puede liberarse "si prueba haber actuado con diligencia, a cuyo fin debe haber adoptado las medidas de prevención razonablemente adecuadas" (art. 1669 del Proyecto); es decir si acredita su falta de culpa o que no medió negligencia de su parte, lo que a su turno implica la demostración de que se actuó con diligencia, prudencia y pleno conocimiento de las cosas, conforme a la naturaleza de la obligación y circunstancias del caso (40). Puesto que la prueba de la falta de culpa no consiste en la acreditación de hechos negativos, sino muy por el contrario en la de los hechos positivos inversos que son su contrapartida (41).

Corresponde asimismo destacar que en este caso ya no se tratará de responsabilidad objetiva, la que sólo existe según el art. 1606 del Proyecto, "si, conforme a la Ley o a la estipulación de las partes, la conducta diligente del sindicado como responsable no es suficiente para excluirla"; siendo ello lo que precisamente sucede con los daños amparados por la obligación tácita de seguridad, respecto de las cuales es factible la liberación, si quien está sujeto a aquélla "prueba haber actuado con diligencia, a cuyo fin debe haber adoptado las medidas de prevención razonablemente adecuadas".

d) Concreta exclusión de las reglas aplicables a las cosas riesgosas y a las actividades peligrosas

Igualmente constituye un indudable acierto, que en el art. 1682 del Proyecto se prevea expresamente que los profesionales, "aunque empleen cosas para el ejercicio de su actividad, no están comprendidos en el art. 1662 (referente a daños causados por cosas riesgosas), salvo si el riesgo de la cosa deriva de su vicio", como tampoco "están comprendidos en el art. 1665", sobre actividades especialmente peligrosas.

Con una preceptiva de este tipo, en efecto, se podría poner punto final al problema actualmente latente con relación a las profesiones del arte de curar, en razón de que tales profesionales deben valerse muchas veces en su desempeño de los más variados instrumentos o aparatos, es decir latu sensu de "cosas"; lo cual obliga a estudiar qué normas habrán de regir su responsabilidad en tales supuestos: si las del daño causado por el hecho propio del facultativo o las de los perjuicios provocados con intervención de cosas, que además cuando se trata de responsabilidad extracontractual tiene un régimen específico previsto en el art. 1113 Ver Texto párr. 2º CCiv., cuya aplicabilidad al acto médico con el empleo de cosas ha sido propiciada alguna vez en nuestra doctrina (42).

Dicho problema se había suscitado primeramente en Francia, con motivo de los perjuicios ocasionados por los radiólogos en razón de la incidencia de las radiaciones, y también por los cirujanos con su instrumental quirúrgico (43). Pero obviamente sus implicancias resultan mucho mayores por los continuos avances de la ciencia y la técnica médica, que a la par de nuevos beneficios, trae sin embargo aparejado como contrapartida un incremento de los riesgos. Hoy en procura de la mejoría del paciente, se adoptan medidas que ni remotamente se habrían imaginado por la medicina de antaño, tímida y empírica: así existen en el mercado un considerable número de los más variados productos farmacéuticos o drogas que se proveen a los enfermos; se recurre a inyectar o introducir en el organismo humano sustancias -verbigracia sueros-, o cuerpos extraños -por ejemplo: colocación de una cabeza de fémur artificial, o de plástico en una de las venas del corazón, o aun el mismo material de sutura para cerrar el corte de una operación, etc.-; se interfiere sobre las funciones (fisiología) de los órganos, sentidos, aparatos y sistemas; y hasta se modifica la anatomía del ser humano, extirpando, trasplantando e implantando partes del cuerpo, inclusive órganos vitales, artificiales o de otras personas; etcétera. En fin, las posibilidades en esta materia van en constante aumento día a día, y con ellas también, obviamente, los posibles problemas jurídicos (44); pudiendo afirmarse que "pocos son los instrumentos, métodos, drogas, técnicas, usados en medicina, que no resulten peligrosos" (45).

Sin embargo, en el ejercicio de la medicina lo verdaderamente trascendente es el acto humano, médico-científico, en sí; aunque el profesional para su concreción deba ayudarse o servirse de cosas. Y siendo ello así, en definitiva la o las cosas sólo habrán de cumplir un papel secundario, de escasa incidencia o gravitación en el fin perseguido; en los casos de responsabilidad médica por daños y perjuicios, éstos deben tenerse como resultantes del hecho humano del profesional médico actuante y no de la participación, accesoria y no significativa, de la o las cosas de las que aquél se hubiese valido o utilizado. En similar sentido se había expresado anteriormente el maestro Bustamante Alsina (46), aludiendo concretamente al servicio de cirugía pero con conceptos de validez omnicomprensiva, sosteniendo que: "la responsabilidad objetiva por riesgo sólo puede configurarse cuando el daño es causado por el hecho de la cosa y de ningún modo en el hecho propio del médico que consiste en la intervención quirúrgica practicada por el profesional, pues por mucho que se considere importante y decisiva la utilización de elementos físicos instrumentales, no puede subestimarse lo que es fundamental en el mismo, o sea la actividad desplegada por el cirujano en función de la técnica operatoria empleada, de sus conocimientos de la ciencia médica y de su idoneidad y ética profesionales". Siendo además dicho criterio coincidente con el de los hermanos Henri y Léon Mazeaud y su actualizador André Tunc, para diferenciar con carácter general el hecho del hombre de la acción de la cosa, y poder así deslindar el ámbito de aplicación de los arts. 1382 y 1384 CCiv. francés; ya que para ellos, para que exista acción de la cosa, "de una parte, debe haber intervenido `activamente', en la realización del daño y ha de entenderse por ello que su intervención debe haber causado, producido el daño. De otra parte, esa cosa debe haber escapado al dominio material de su guardián; y ha de entenderse por ello que no debe haber sido en sus manos un instrumento puramente pasivo y obediente" (47), como lo es precisamente, y por ello no puede ser considerada acción de la cosa sino hecho humano del médico, el uso del bisturí por el cirujano (48), ya que entonces la actividad humana "es tan próxima que absorbe a la acción de la cosa" (49).

Insistimos pues, en que en la responsabilidad médica lo que interesa primordialmente es el acto médico puro en sí, en el cual están en juego la capacitación e idoneidad resultantes del caudal de conocimientos científicos y experiencia del profesional actuante; o sea que lo que verdaderamente importa y prevalece es, por lo tanto, la propia actividad o conducta humana, aunque para cumplimentársela hubiese sido necesaria la utilización de aparatos o instrumental. De forma tal que se trataría siempre, sea la responsabilidad contractual o extracontractual, de un supuesto de responsabilidad por hecho propio o personal. Siendo por ello que se ha decidido que, cuando se trata del uso de aparatos o indicación de medicamentos, el médico debe conocer adecuadamente el funcionamiento y modo de empleo de aquéllos y las propiedades farmacéuticas de estos últimos; escapando a su responsabilidad el "riesgo" que eventualmente se pueda derivar de su uso, si se lo hizo de acuerdo con las correspondientes reglas técnicas y agotando previamente el estudio del paciente para decidir su empleo (50); por lo que en suma no puede existir responsabilidad del facultativo que aconsejó el empleo de un producto de uso corriente, que además fue adquirido en una farmacia habilitada y que contaba con la garantía del fabricante.

Aunque residualmente podría tenerse al daño como causado en verdad por el riesgo de las cosas, cuando éstas hubiesen desbordado la actividad del facultativo y el control material que el mismo ejercía sobre ellas, y por sobre todo, cuando el perjuicio se hubiese producido en alguna medida con independencia o al margen del acto médico puro en sí. Lo cual comprende a los daños causados por el "vicio de la cosa", a aquéllos resultantes de la utilización de cosas defectuosas o con "vicios", y que precisamente por ello se han tornado o devenido peligrosas o más riesgosas, como ser: el bisturí eléctrico en cortocircuito que al ser utilizado, existiendo además una mala aislación del paciente colocado en la camilla, provoca un arco voltaico que lo descerebra (51); o al implante de un catéter-marcapasos reciclado, no desinfectado en debida forma, que provoca al día siguiente un shock séptico que culmina con la amputación de ambas manos y piernas del paciente (52); o a los vicios del instrumental utilizado por un odontólogo (53); o a las transfusiones de sangre con sida, o aún la de sangre sana pero correspondiente a un distinto grupo sanguíneo y que ocasiona por ello un shock hemolítico (54); etcétera. Supuestos éstos que explican porqué en la parte final del inc. a del art. 1682 del Proyecto, no se comprende en el beneficio de exclusión a las reglas aplicables a las cosas riesgosas, a la utilización en el ejercicio profesional de cosas cuyo, "riesgo" proviene del hecho de tener las mismas "vicios".

Pero sin ninguna duda todo este trascendente problema, que afortunadamente ha encontrado en general la respuesta adecuada por parte de la mayoría de nuestra doctrina y jurisprudencia, habría de quedar definitivamente superado y con la solución correcta, mediante las normativas consideradas sobre responsabilidad civil de los profesionales liberales, del Proyecto de reforma que nos ocupa.

V. CONCLUSIONES

En síntesis, todo este tema de la responsabilidad de los profesionales liberales constituye, según se viera, un indiscutible acierto del Proyecto, por cuanto: 1º) llena un vacío existente en nuestra legislación vigente; 2º) se tipifican adecuadamente como "de hacer" y generadoras, a priori, de un deber de "medios", a las obligaciones que habitualmente asumen los profesionales; 3) no obstante esto último, se las regula asimismo como generadoras de una "obligación tácita de seguridad", lo cual importa una inversión del onus probandi en punto a responsabilidad civil, debiendo correr por cuenta del profesional para poder liberarse, la acreditación de haber obrado con diligencia e idoneidad; y 4) se excluye expresamente a la prestación de servicios profesionales, de la aplicación de las reglas relativas a los daños causados con intervención de cosas riesgosas o por actividades peligrosas.
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